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Villavicencio, veintidós (22) de septiembre de dos mil veintidós (2022)1 
  
  
Proceso Ejecutivo. Mínima Cuantía. Rad: 50001 40 03 004 2016 00085 00 

C1 

 

En cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 132 y 137 del C.G.P, el despacho advierte la 

necesidad de pronunciarse de oficio respecto de la validez de las actuaciones surtidas dentro 

del proceso, específicamente en lo relacionado con el auto proferido el 1 de junio de 2022, 

en el que, se dispuso seguir adelante con la ejecución conforme obra a folios 87 y 88 del 

C1. 

 

En atención a lo señalado en el escrito de la acción de tutela promovida por el demandante 

ROOSEVELT VALENCIA GONZALEZ contra el Despacho, conforme obra a folios 95 a 106 del 

C1, el Despacho advierte que el demandante informa de la existencia de un recurso de 

reposición que radicó a la dirección electrónica del Juzgado el 22 de febrero de 2021, que 

no obra en el expediente.  

 

Conforme al informe secretarial de fecha 22 de septiembre de 2022, visible a folio 90C1, el 

secretario del Juzgado informa que fue efectivamente recibido el recurso mencionado, pero 

no fue impreso ni agregado al expediente por lo que no se surtió el respectivo traslado y 

trámite del recurso, procediendo a incorporarlo a folios 91 a 94 del C1. 

 

Por consiguiente, en aras de garantizar el debido proceso de los sujetos procesales, el 

despacho procede a efectuar el control de legalidad correspondiente, y dejar sin valor y 

efecto jurídico la decisión emitida el 1 de junio de 2022, y en su lugar disponer dar trámite 

del recurso de reposición interpuesto el 22 de febrero de 2021 contra el auto del 16 de 

febrero de 2021. 

 

DE LA ACTUACION 

 

Mediante auto del 1 de junio de 2022, el Despacho procedió a ordenar continuar adelante 

con la ejecución, conforme obra a folios 87 a 88 del C1. 

 

Sin embargo, no fue agregado al expediente el recurso de reposición interpuesto el 22 de 

febrero de 2021, contra el auto proferido el 16 de febrero de 2021 mediante el cual se 

dispuso admitir la reforma de la demanda. 

 

 

                                                 
1 El no cumplimiento estricto de los términos procesales obedece a la congestión judicial debido a la alta carga laboral que maneja 

este Juzgado, por el aumento considerable de demanda del servicio de administración de justicia, la que ha superado la capacidad 

instalada de la rama Judicial, situación que se empeora debido a que se tiene la misma planta de personal desde su creación y a 

otros factores externos no atribuibles al titular del Despacho. 

 

Entre estos factores se pueden identificar que no se cumple con una carga razonable respecto al número de procesos por juez que 

permita agilizar el trámite, conforme al estándar que ha fijado la OCDE de la cual Colombia es miembro, que consiste en que debe 

existir 65 jueces por cada 100.000 habitantes y que en nuestro caso ese número solo llega a 11 jueces para ese mismo número de 

población (ver CONPES 4024 del 8 de marzo de 2021). 

 

Sumado a que, por la coyuntura provocada por el COVID-19 y la necesidad de implementar la transformación digital en la gestión 

judicial, hubo que adecuarse de manera repentina a una nueva forma de trabajar que en su mayoría es virtual, pero  para realizar 

eficientemente esta tareas se carece de herramientas digitales como por ejemplo internet de buena calidad y equipos de cómputo que 

respondan a la demanda de la información que se procesa, ello debido a la obsolescencia tecnológica de las herramientas asignadas 

a este Juzgado. 
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CONSIDERACIONES 

 

En primer término, para garantizar la seguridad jurídica y el principio de cosa juzgada, el 

ordenamiento jurídico procesal consagra la regla general de irrevocabilidad de las 

providencias judiciales, salvo la excepción establecida por la Corte Suprema de Justicia, que 

indica que los autos manifiestamente ilegales no pueden cobrar ejecutoria alguna. 

 

La Corte Suprema de Justicia ha desarrollado por vía jurisprudencial la teoría del 

antiprocesalismo que es empleada por todos los operadores judiciales para corregir sus 

imprecisiones y evitar que la legalidad de la actuación se vea afectada, con fundamento en 

el aforismo jurisprudencial que “el auto ilegal no vincula al juez”, es factible dejar sin valor 

y efecto o apartarse de lo decidido para restablecer el imperio de la ley. En todo caso, para 

que el juez pueda revocar las decisiones, debe hallar que ellas contrarían abiertamente la 

ley.  

 

En Sentencia STL7456 el 1 de junio de 2016, la Corte Suprema de Justicia indicó que:  

 

“En dicho sentido, nada se opone a que el operador judicial declare la ilegalidad de providencias 

frente a las cuales no se ha interpuesto ningún tipo de recurso y que, por ende, se encuentran en 

firme, debe recordársele que ello es viable, tal como lo ha señalado esta Sala, entre otras, en 

sentencia CSJ SL, 23 agosto 2008, Rad. 32964, en la que sobre el particular se indicó: 

 

Para superar lo precedente basta decir que, como lo ha señalado de antaño la jurisprudencia, a pesar 

de la firmeza de un auto, no se convierte en ley del proceso sino en la medida en que se acompasa 

con el ordenamiento jurídico. En este caso, bien se ha visto, el referido auto de 20 de septiembre de 

2007 tuvo como fuente un error secretarial y con él se desconoció el ordenamiento jurídico al 

desatender la realidad procesal de que los recurrentes sí presentaron el recurso de casación en 

tiempo, por tanto, no puede considerarse vinculante ni para las partes ni para la Corte. 

 

Bastante se ha dicho que el juez no puede de oficio ni a petición de parte revocar, modificar o alterar 

un auto ejecutoriado, pero también, que el error cometido en una providencia no lo obliga a persistir 

en él e incurrir en otros, menos, cuando su causa, como en este caso ocurrió, fue precisamente otro 

error. Por lo dicho, debe atenderse el aforismo jurisprudencial que indica que ‘los autos ilegales no 

atan al juez ni a las partes’ y, en consecuencia, apartarse la Corte de los efectos de la mentada 

decisión. (…)” 

  

Igualmente, la Sala de Casación Civil quien, en un caso en el cual erróneamente se admitió 

un recurso, dijo:  

 

“(…) ahora bien, como quedó demostrado que fue ilegal el auto admisorio del recurso, la Corte no 

puede quedar obligada por su ejecutoria, pues el acto pronunciado con quebranto de normas legales 

no tiene fuerza de sentencia, ni virtud para constreñirla a asumir una competencia que carece, 

cometiendo así un nuevo error. En tales circunstancias, advertida la equivocación consistente en 

declarar admisible sin serlo un recurso de casación, la Corte puede, sin que tenga que decidir de 

fondo, pronunciarse en la primera oportunidad – procesal, de oficio o a solicitud de parte, sobre la 

improcedencia del recurso” (Expediente No. 3322 de 18 de abril de 1991). 

 

La Corte Suprema de Justicia en auto de la Sala de Casación Civil 62 de 23 de mayo de 1988 

con ponencia del magistrado José Alejandro Bonivento Fernández, dijo: “(...) toda vez que 

la Corte no puede quedar obligada por su ejecutoria, pues los autos pronunciados con 
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quebranto de normas legales no tienen fuerza de sentencia ni virtud para constreñirla a 

asumir una competencia de que carece, cometiendo así un nuevo error’”. 

 

Por su parte, la tesis aceptada por la Corte Constitucional, en Sentencia T-1274 de 2005, 

plantea lo siguiente: 

 

“Sin embargo, no desconoce la Corte que, tal como se argumentó por la autoridad judicial accionada, 

respecto de la regla procesal de la irrevocabilidad de los autos, la Corte Suprema de Justicia ha 

establecido por vía jurisprudencial una excepción fundada en que los autos manifiestamente ilegales 

no cobran ejecutoria y por consiguiente no atan al juez–antiprocesalismo.  

  

De cualquier manera y si en gracia de discusión se acogiera por la Sala este criterio, se tiene que la 

aplicación de una excepción de estas características debe obedecer a criterios eminentemente 

restrictivos, pues de no ser así, so pretexto de enmendar cualquier equivocación, el operador jurídico 

puede resultar modificando situaciones jurídicas constituidas de buena fe respecto de terceros con 

fundamento en las providencias judiciales y desconociendo con ello normas de orden público, así 

como el principio de preclusión de las etapas procesales. De manera que no cabe duda que de 

admitirse la aplicación de esta excepción, la misma sólo procede cuando en casos concretos se 

verifica sin lugar a discusión que se está frente a una decisión manifiestamente ilegal que represente 

una grave amenaza del orden jurídico y siempre que la rectificación se lleve a cabo observando un 

término prudencial que permita establecer una relación de inmediatez entre el supuesto 

auto ilegal y el que tiene como propósito enmendarlo.” (Subrayado y negrilla fuera de texto) 

 

Es decir que, las providencias ilegales no vinculan al juez, porque el error inicial no puede 

ser fuente de las actuaciones posteriores y no pueden considerarse ley del proceso, pues 

no hacen tránsito a cosa juzgada, ni deben mantenerse en el ordenamiento jurídico.  

 

En ese orden de ideas, si un error judicial en el proceso, no constitutivo de causal de nulidad 

procesal, ni alegado por las partes, compete al juez del proceso enmendarlo de oficio, 

porque el juez no puede estar atado a una decisión errónea para que siga cometiendo 

errores. Por último, el desarrollo jurisprudencial aludido, consagra que la providencia ilegal 

no ata al juez ni a las partes, ni puede causar ejecutoria, de ahí que está permitido revocarla. 

Segundo, en aplicación de lo dispuesto por el artículo 132 del CGP, se establece lo siguiente: 

“Artículo 132. Control de legalidad. Agotada cada etapa del proceso el juez deberá realizar 
control de legalidad para corregir o sanear los vicios que configuren nulidades u otras irregularidades 
del proceso, las cuales, salvo que se trate de hechos nuevos, no se podrán alegar en las etapas 
siguientes, sin perjuicio de lo previsto para los recursos de revisión y casación.” 

 

Al respecto, en el presente asunto se tiene que no fue incorporado al expediente el memorial 

radicado por el demandante el 22 de febrero de 2021, a través de mensaje de datos en la 

dirección electrónica de este Juzgado, y se procedió a agregarlo hasta el 22 de septiembre 

de 2022, contraviniéndose los dispuesto en los artículos 109 y 110 del CGP, que disponen 

que los memoriales deben ser agregados al expediente,  y cuando se trate de recursos, el 

Secretario debe surtir el traslado virtual2 del recurso de reposición e ingresarlo al Despacho, 

una vez vencido el término del mismo. 

 

 

                                                 
2 Art. 9 del Decreto 806 de 2020 adoptado como legislación permanente por la Ley 2213 de 2022. 
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En consecuencia, no era factible proceder con la etapa procesal subsiguiente, es decir seguir 

con la ejecución, sin resolver previamente el recurso de reposición radicado oportunamente 

por el Demandante contra el auto del 16 de febrero de 2021 por medio del cual se dispuso 

admitir la reforma de la demanda. 

En ese orden de ideas, en armonía con la jurisprudencia y normatividad antes citados, es 

claro que el auto proferido el 1 de junio de 2022, es ilegal, razón por la cual debe revocarse 

y dejarse sin efecto alguno, y en su lugar ordenar por Secretaría efectuar el correspondiente 

traslado del recurso mencionado. 

Por lo anteriormente expuesto, el Juzgado Cuarto Civil Municipal de Villavicencio,  

RESUELVE 

Primero: REVOCAR y DEJAR SIN VALOR NI EFECTO la providencia de fecha 1 de 

junio de 2022 mediante la cual se ordenó seguir adelante con la ejecución, en 

su totalidad, conforme se motivó. 

 

Segundo: Por Secretaría, de conformidad con lo preceptuado en el inciso 2° del artículo 

319 del Código General del Proceso, córrase traslado virtual en los términos 

del artículo 9 de la Ley 2213 de 2022. Una vez vencido el término legal, 

ingrésese el proceso al Despacho para decidir lo que en derecho 

corresponda.     

 
              Notifíquese y Cúmplase, 

 
(AB) 

 

 

                    CARLOS ALAPE MORENO  

                                    JUEZ  

 

 

JUZGADO CUARTO CIVIL MUNICIPAL DE 

VILLAVICENCIO 
mayo 

 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

Esta providencia se notifica por anotación en el 

ESTADO,  fijado  hoy 23 de septiembre  de 2022,  Hora  

– 7.30A.M. 

        
LAURIS ARTURO GONZALEZ CASTRO 

Secretario 

Firmado Por:

Carlos  Alape Moreno

Juez

Juzgado Municipal

Civil 004

Villavicencio - Meta
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 40f20e0a3d688c6ee3a2948ca38c22c0314a2514f5ce579979ddcb952470013e

Documento generado en 22/09/2022 05:15:37 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica
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Villavicencio, veintidós (22) de septiembre de dos mil veintidós (2022)1 
  
  
Proceso Ejecutivo. Mínima Cuantía. Rad: 50001 40 03 004 2016 00085 00 

C3- Demanda Acumulada 

 

En cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 132 y 137 del C.G.P, el despacho advierte la 

necesidad de pronunciarse de oficio respecto de la validez de las actuaciones surtidas dentro 

del proceso, específicamente en lo relacionado con el auto proferido el 16 de febrero de 

2021, en el que, se dispuso terminar por desistimiento tácito el proceso ejecutivo acumulado 

conforme obra a folios 14 y 15 del C3. 

 

Atendiendo lo señalado en el escrito de la acción de tutela promovida por el demandante 

ROOSEVELT VALENCIA GONZALEZ contra el Despacho, conforme obra a folios 95 a 106 del 

C1, el Despacho advierte que el demandante informa que dio cumplimiento a lo ordenado 

mediante auto de fecha 6 de marzo de 2019 en el que se dispuso requerirlo para que 

efectuara el emplazamiento a los acreedores de conformidad con lo dispuesto en el artículo 

463 del CGP. 

 

Revisado el Cuaderno de la Demanda Acumulada (C3) se tiene que, si bien no fue 

incorporado la publicación surtida a los acreedores, de la revisión del cuaderno principal se 

advierte que fue incorporado a folios 62 y 63 del C1 dicha publicación, sin agregar la 

respectiva constancia en la demanda acumulada (C3); por lo que no era viable decretar el 

desistimiento tácito, por cuanto el demandante si dio estricto cumplimiento a lo ordenado 

en auto de fecha 6 de marzo de 2019. 

 

Por consiguiente, en aras de garantizar el debido proceso de los sujetos procesales, el 

despacho procede a efectuar el control de legalidad correspondiente, y dejar sin valor y 

efecto jurídico la decisión emitida el 16 de febrero de 2021, y en su lugar se dispondrá por 

Secretaría incorporar al expediente el emplazamiento surtido a los acreedores. 

 

DE LA ACTUACION 

 

Mediante auto del 16 de febrero de 2021, el Despacho procedió decretar el desistimiento 

tácito, conforme obra a folios 14 y 15 del C3. 

 

Sin embargo, no fue agregado a este cuaderno el emplazamiento surtido a los acreedores 

conforme obra a folios 61 a 63 del C1, ni se agregó la respectiva constancia secretarial de 

                                                 
1 El no cumplimiento estricto de los términos procesales obedece a la congestión judicial debido a la alta carga laboral que maneja 

este Juzgado, por el aumento considerable de demanda del servicio de administración de justicia, la que ha superado la capacidad 

instalada de la rama Judicial, situación que se empeora debido a que se tiene la misma planta de personal desde su creación y a 

otros factores externos no atribuibles al titular del Despacho. 

 

Entre estos factores se pueden identificar que no se cumple con una carga razonable respecto al número de procesos por juez que 

permita agilizar el trámite, conforme al estándar que ha fijado la OCDE de la cual Colombia es miembro, que consiste en que debe 

existir 65 jueces por cada 100.000 habitantes y que en nuestro caso ese número solo llega a 11 jueces para ese mismo número de 

población (ver CONPES 4024 del 8 de marzo de 2021). 

 

Sumado a que, por la coyuntura provocada por el COVID-19 y la necesidad de implementar la transformación digital en la gestión 

judicial, hubo que adecuarse de manera repentina a una nueva forma de trabajar que en su mayoría es virtual, pero  para realizar 

eficientemente esta tareas se carece de herramientas digitales como por ejemplo internet de buena calidad y equipos de cómputo que 

respondan a la demanda de la información que se procesa, ello debido a la obsolescencia tecnológica de las herramientas asignadas 

a este Juzgado. 
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haberse surtido la anotación en el Registro Nacional de Personas Emplazadas en Justicia 

Siglo XXI WEB TYBA. 

 

CONSIDERACIONES 

 

En primer término, para garantizar la seguridad jurídica y el principio de cosa juzgada, el 

ordenamiento jurídico procesal consagra la regla general de irrevocabilidad de las 

providencias judiciales, salvo la excepción establecida por la Corte Suprema de Justicia, que 

indica que los autos manifiestamente ilegales no pueden cobrar ejecutoria alguna. 

 

La Corte Suprema de Justicia ha desarrollado por vía jurisprudencial la teoría del 

antiprocesalismo que es empleada por todos los operadores judiciales para corregir sus 

imprecisiones y evitar que la legalidad de la actuación se vea afectada, con fundamento en 

el aforismo jurisprudencial que “el auto ilegal no vincula al juez”, es factible dejar sin valor 

y efecto o apartarse de lo decidido para restablecer el imperio de la ley. En todo caso, para 

que el juez pueda revocar las decisiones, debe hallar que ellas contrarían abiertamente la 

ley.  

 

En Sentencia STL7456 el 1 de junio de 2016, la Corte Suprema de Justicia indicó que:  

 

“En dicho sentido, nada se opone a que el operador judicial declare la ilegalidad de providencias 

frente a las cuales no se ha interpuesto ningún tipo de recurso y que, por ende, se encuentran en 

firme, debe recordársele que ello es viable, tal como lo ha señalado esta Sala, entre otras, en 

sentencia CSJ SL, 23 agosto 2008, Rad. 32964, en la que sobre el particular se indicó: 

 

Para superar lo precedente basta decir que, como lo ha señalado de antaño la jurisprudencia, a pesar 

de la firmeza de un auto, no se convierte en ley del proceso sino en la medida en que se acompasa 

con el ordenamiento jurídico. En este caso, bien se ha visto, el referido auto de 20 de septiembre de 

2007 tuvo como fuente un error secretarial y con él se desconoció el ordenamiento jurídico al 

desatender la realidad procesal de que los recurrentes sí presentaron el recurso de casación en 

tiempo, por tanto, no puede considerarse vinculante ni para las partes ni para la Corte. 

 

Bastante se ha dicho que el juez no puede de oficio ni a petición de parte revocar, modificar o alterar 

un auto ejecutoriado, pero también, que el error cometido en una providencia no lo obliga a persistir 

en él e incurrir en otros, menos, cuando su causa, como en este caso ocurrió, fue precisamente otro 

error. Por lo dicho, debe atenderse el aforismo jurisprudencial que indica que ‘los autos ilegales no 

atan al juez ni a las partes’ y, en consecuencia, apartarse la Corte de los efectos de la mentada 

decisión. (…)” 

  

Igualmente, la Sala de Casación Civil quien, en un caso en el cual erróneamente se admitió 

un recurso, dijo:  

 

“(…) ahora bien, como quedó demostrado que fue ilegal el auto admisorio del recurso, la Corte no 

puede quedar obligada por su ejecutoria, pues el acto pronunciado con quebranto de normas legales 

no tiene fuerza de sentencia, ni virtud para constreñirla a asumir una competencia que carece, 

cometiendo así un nuevo error. En tales circunstancias, advertida la equivocación consistente en 

declarar admisible sin serlo un recurso de casación, la Corte puede, sin que tenga que decidir de 

fondo, pronunciarse en la primera oportunidad – procesal, de oficio o a solicitud de parte, sobre la 

improcedencia del recurso” (Expediente No. 3322 de 18 de abril de 1991). 
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La Corte Suprema de Justicia en auto de la Sala de Casación Civil 62 de 23 de mayo de 1988 

con ponencia del magistrado José Alejandro Bonivento Fernández, dijo: “(...) toda vez que 

la Corte no puede quedar obligada por su ejecutoria, pues los autos pronunciados con 

quebranto de normas legales no tienen fuerza de sentencia ni virtud para constreñirla a 

asumir una competencia de que carece, cometiendo así un nuevo error’”. 

 

Por su parte, la tesis aceptada por la Corte Constitucional, en Sentencia T-1274 de 2005, 

plantea lo siguiente: 

 

“Sin embargo, no desconoce la Corte que, tal como se argumentó por la autoridad judicial accionada, 

respecto de la regla procesal de la irrevocabilidad de los autos, la Corte Suprema de Justicia ha 

establecido por vía jurisprudencial una excepción fundada en que los autos manifiestamente ilegales 

no cobran ejecutoria y por consiguiente no atan al juez–antiprocesalismo.  

  

De cualquier manera y si en gracia de discusión se acogiera por la Sala este criterio, se tiene que la 

aplicación de una excepción de estas características debe obedecer a criterios eminentemente 

restrictivos, pues de no ser así, so pretexto de enmendar cualquier equivocación, el operador jurídico 

puede resultar modificando situaciones jurídicas constituidas de buena fe respecto de terceros con 

fundamento en las providencias judiciales y desconociendo con ello normas de orden público, así 

como el principio de preclusión de las etapas procesales. De manera que no cabe duda que de 

admitirse la aplicación de esta excepción, la misma sólo procede cuando en casos concretos se 

verifica sin lugar a discusión que se está frente a una decisión manifiestamente ilegal que represente 

una grave amenaza del orden jurídico y siempre que la rectificación se lleve a cabo observando un 

término prudencial que permita establecer una relación de inmediatez entre el supuesto 

auto ilegal y el que tiene como propósito enmendarlo.” (Subrayado y negrilla fuera de texto) 

 

Es decir que, las providencias ilegales no vinculan al juez, porque el error inicial no puede 

ser fuente de las actuaciones posteriores y no pueden considerarse ley del proceso, pues 

no hacen tránsito a cosa juzgada, ni deben mantenerse en el ordenamiento jurídico.  

 

En ese orden de ideas, si un error judicial en el proceso, no constitutivo de causal de nulidad 

procesal, ni alegado por las partes, compete al juez del proceso enmendarlo de oficio, 

porque el juez no puede estar atado a una decisión errónea para que siga cometiendo 

errores. Por último, el desarrollo jurisprudencial aludido, consagra que la providencia ilegal 

no ata al juez ni a las partes, ni puede causar ejecutoria, de ahí que está permitido revocarla. 

Segundo, en aplicación de lo dispuesto por el artículo 132 del CGP, se establece lo siguiente: 

“Artículo 132. Control de legalidad. Agotada cada etapa del proceso el juez deberá realizar 
control de legalidad para corregir o sanear los vicios que configuren nulidades u otras irregularidades 
del proceso, las cuales, salvo que se trate de hechos nuevos, no se podrán alegar en las etapas 
siguientes, sin perjuicio de lo previsto para los recursos de revisión y casación.” 

 

Al respecto, en el presente asunto se tiene que no fue incorporado al cuaderno de la 

demanda acumulada el cumplimiento del emplazamiento efectuado a los acreedores 

conforme obra a folios 62 y 63 del C1. 

En esa medida el auto del 16 de febrero de 2021, por el cual se decretó el desistimiento 

tácito de la demanda acumulada por no haberse dado cumplimiento al auto del 6 de marzo 

de 2019 carece de sustento, por cuanto dentro de la oportunidad procesal el demandante 

si cumplió con la carga que le correspondía. 
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En ese orden de ideas, en armonía con la jurisprudencia y normatividad antes citados, es 

claro que el auto proferido el 16 de febrero de 2021, es ilegal, razón por la cual deben 

revocarse y dejarse sin efecto alguno, y en su lugar ordenar por Secretaría incorporar al 

expediente de la demanda acumulada, los soportes del emplazamiento realizado a los 

acreedores indeterminados.  

Por lo anteriormente expuesto, el Juzgado Cuarto Civil Municipal de Villavicencio,  

RESUELVE 

Primero: REVOCAR y DEJAR SIN VALOR NI EFECTO la providencia de fecha 16 de 

febrero de 2021, mediante la cual se declaró el desistimiento tácito y 

terminación del proceso acumulado, en su totalidad, conforme se motivó. 

 

Segundo: Por Secretaría, se dispone incorporar los soportes del emplazamiento realizado 

a los acreedores indeterminados que obra a folios 62 y 63 del C1, así como la 

respectiva constancia secretarial de haberse surtido la anotación en el Registro 

Nacional de Personas Emplazadas en Justicia Siglo XXI WEB TYBA. 

 

 
              Notifíquese y Cúmplase, 

 
(AB) 

 

 

                    CARLOS ALAPE MORENO  

                                    JUEZ  

 

 

JUZGADO CUARTO CIVIL MUNICIPAL DE 

VILLAVICENCIO 
mayo 

 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

Esta providencia se notifica por anotación en el 

ESTADO,  fijado  hoy 23 de septiembre  de 2022,  Hora  

– 7.30A.M. 

        
LAURIS ARTURO GONZALEZ CASTRO 

Secretario 
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